LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR LA FRACCION PARLAMENTARIA DEL PARTIDO ACCION NACIONAL DE LA LVI LEGISLATURA

CON FECHA:   17 DE OCTUBRE DEL 2002.

DECRETO:   20089.

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL
DEL ESTADO DE JALISCO
CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA LVI

LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E:

Los que suscribimos, diputados integrantes de la fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional de esta LVI Legislatura, en uso de las facultades que nos confieren los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política; y 85, 86 y 90 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; ambos ordenamientos de esta Entidad Federativa, presentamos ante la consideración de este Honorable Congreso del Estado INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE CREA LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y SE REFORMAN DIVERSOS ARTICULOS DEL CODIGO CIVIL, LEY DEL PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO Y LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, TODOS DEL ESTADO DE JALISCO, misma que presentamos con base en la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS:

I. Como es de todos sabido, el 14 de junio del año 2002 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, la reforma realizada al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la cual se ha superado la etapa de retraso que imperaba en nuestro país en materia restitutoria del Estado, al optar por el establecimiento expreso de una nueva garantía que protege la integridad y salvaguarda patrimonial de los individuos respecto de la actividad administrativa del Estado y establecer el deber del Estado de reparar los daños que con su actividad provoque en el patrimonio de todo individuo.

II. La reforma constitucional, hace efectiva la responsabilidad patrimonial del Estado, lo que, anteriormente a la reforma constitucional, resultaba prácticamente imposible. Lo anterior sucedía, en virtud de que los principios en que se fundaba la responsabilidad patrimonial del Estado, eran los de la responsabilidad subsidiaria del mismo. Con esta reforma, se establece una responsabilidad directa y objetiva del Estado, sin necesidad de demostrar la culpa del servidor público, siendo, en cambio, indispensable la prueba del daño ocasionado y el nexo causal con la actividad del Estado.

III.  Es por ello que resulta necesaria la expedición de una ley con la finalidad de hacer eficaz la instrumentación de la responsabilidad patrimonial del Estado -ya introducida como garantía constitucional en nuestra Carta Magna-, lo cual permitirá desarrollar un sistema de responsabilidad general, objetiva y directa del Estado y municipios, en mérito del cual se reconozca la obligación de estos de resarcir los daños y perjuicios que cause a los particulares, cuando no tengan la obligación jurídica de soportarlos.

IV.  Es importante destacar que el Código Civil del Estado, es el ordenamiento que nos habla sobre la responsabilidad, de las autoridades estatales y municipales, estableciendo que los mismos serán responsables subsidiarios de los daños que causen los servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones. El artículo 1405 de este ordenamiento señala: “El Estado y los municipios, tienen obligación de responder de los daños causados por servidor público en el ejercicio de las funciones que le estén encomendadas. Esta responsabilidad es subsidiaria y sólo podrá hacerse efectiva cuando, el directamente responsable, no tenga bienes suficientes para responder del daño causado, o a dicho servidor no se le pueda identificar”.

Lo anterior implicaba que primero tenía que entablarse reclamación en contra del servidor público que se considere presuntamente responsable, y sólo en caso de que éste hubiere sido declarado responsable, el Estado podría entrar de manera subsidiaria a responder por los daños causados por dicho servidor público en el ejercicio de sus funciones.

V. Con la iniciativa que ahora se presenta bajo un régimen de responsabilidad directa, será el Estado o municipios los únicos responsables frente al particular para efectuar el pago de la indemnización correspondiente, sin perjuicio de que posteriormente pueda exigir en vía de regreso el pago hecho al particular, en contra del servidor público que sea declarado responsable por falta grave. Por lo tanto, la presente iniciativa tiene como principales finalidades:


a).  Elevar la calidad de los servicios públicos;  y

b). Restablecer la confianza de los gobernados frente al Estado.
VI.  La Ley que ahora se crea, está conformada por cinco capítulos.
El primero de ellos, denominado “Disposiciones Generales”, regula aspectos relacionados con el ámbito de aplicación de la ley; los casos que se exceptúan de la obligación de indemnizar; los requisitos de los daños y perjuicios que se causen por el Estado o municipios para poder ser indemnizados; así como la inclusión de una partida en los presupuestos de egresos del Gobierno del Estado y de los municipios para hacer frente a la responsabilidades patrimoniales

VII. El capítulo II, “De las Indemnizaciones”, reconoce la función primordialmente reparadora de los daños causados a los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportarlos. Se trata de un régimen que no busca identificar culpables, sino restituir al particular afectado en su patrimonio, mediante el pago de una indemnización. De igual forma se hace alusión al monto de la indemnización y su actualización. Por lo que hace a la cuantía, debemos decir que será aquella que resulte de las valoraciones aceptadas en otras leyes para reconocer el valor de los daños efectivamente producidos, según sea su naturaleza. De ahí que en la ley no se establecieran reglas sobre avalúo y actualización de valores, sino que se remitiera a otros ordenamientos que precisan la forma conforme a la cual deben valuarse las cosas, como son las disposiciones legales en materia de expropiación o las de carácter fiscal.
La indemnización preferentemente debe ser en cantidad líquida; sin embargo, se prevé que, previo acuerdo con el sujeto activo de la reclamación, pueda ésta ser sustituida por una indemnización en especie. También se prevé la posibilidad de acordar el pago en parcialidades. 

En este mismo capítulo se establece la forma de calcular los montos de las indemnizaciones, según si se trata de daños personales o muerte, o bien si se está frente a un daño moral. Por lo que hace a la reparación de daños personales relativos a lesiones físicas, incluida la muerte del particular por causa de un hecho imputado al Estado o municipios, la iniciativa remite a los ordenamientos legales vigentes que establecen la forma como deben calcularse, para efectos indemnizatorios, los efectos lesivos de las lesiones personales respectivas.

Finalmente, en este capítulo se incorpora la posibilidad de contratar un seguro contra la responsabilidad patrimonial. Lo anterior, ya que pueden identificarse una gran cantidad de eventos que en la actividad administrativa del Estado o municipios, pueden ser imputados a estos para su reparación o indemnización procedente. Así, de mediar dicho contrato de seguro, contratado previamente por la administración pública, el monto de la reparación podría cubrirse con los recursos de la suma asegurada, sin que el pago del deducible sea disminuido del monto de la indemnización a cubrir.
VIII. El procedimiento se encuentra regulado en el capítulo III de esta ley, que ahora se propone. El primer punto a destacar es el  relacionado con la iniciación de oficio o a petición de parte interesada, esto siguiendo con los principios de economía, celeridad, eficacia, publicidad y buena fe. Respecto a este punto se establecen los requisitos mínimos que debe contener toda reclamación, así como las bases para llevar a cabo un procedimiento de oficio.

Para evitar el abuso por parte de los particulares en presentación de reclamaciones notoriamente improcedentes, se establece una penalidad para aquellos que presenten reclamaciones en este sentido.

Es importante mencionar que dentro del procedimiento quien debe probar la responsabilidad patrimonial del Estado o municipios, es el reclamante que considere lesionado su patrimonio, por no tener la obligación jurídica de soportarlo; al Estado o municipios sólo corresponderá probar la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que los daños no son consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado o municipios; que los daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables; o bien, la existencia de fuerza mayor.

Las resoluciones que no le sean favorables al particular porque nieguen la indemnización o porque no satisfagan al interesado, podrán impugnarse mediante el recurso de revisión o juicio de nulidad ante el Tribunal de lo Administrativo.

El plazo para reclamar la indemnización prescribe en el plazo de un año. Toda vez que existen lesiones que producen efectos lesivos en un momento específico y cesan de inmediato sus secuelas nocivas, así como daños cuyos efectos lesivos pueden prolongarse en el tiempo, se ha considerado que la prescripción debe contarse a partir de momentos diferentes, de tal forma que en el primer supuesto la prescripción contará a partir del día siguiente a aquel en que se hubiera producido el daño patrimonial; y en el segundo supuesto, es decir, en los casos en que existan efectos de carácter continuo, el plazo se computará a partir del día siguiente a aquel en que hubiesen cesado los efectos respectivos. Cuando existan daños de carácter físico o psíquico, el plazo de prescripción empezará a correr desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas. 
Por último, en este capítulo se establece la posibilidad de que las partes, por vía convencional, puedan resolver la controversia derivada de la irrogación de daños en el patrimonio del particular, en cualquier parte del procedimiento, mediante la fijación y el pago de la indemnización.

IX.  El capítulo IV es el denominado “De la Concurrencia”.  En este capítulo se establecen los criterios que deberán tomarse en cuenta para distribuir el pago de la indemnización correspondiente entre todos los causantes del daño reclamado; así como la autoridad que será competente para conocer de las reclamaciones en donde concurran dos o más dependencias o entidades. 

X. El último de los capítulos es “Del Derecho del Estado y Municipios de Repetir contra los Servidores Públicos”.  Aunque la finalidad de la ley que ahora se propone sea la de regular la responsabilidad patrimonial del Estado y municipios, es innegable la estrecha vinculación que guarda con la responsabilidad de los servidores públicos, es por ello que se establece en este capítulo la facultad del Estado y municipios para repetir en contra de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares, previa substanciación del procedimiento administrativo previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco, en que se determina su responsabilidad, y siempre y cuando la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. 

XI. En esta misma iniciativa se propone la reforma de diversas disposiciones del Código Civil, Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, así como la Ley de Hacienda Municipal, todos del Estado de Jalisco, en congruencia con la ley que ahora se propone.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, tenemos a bien presentar ante esta H. Asamblea Legislativa:

INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE CREA LA LEY DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS Y SE REFORMAN DIVERSOS ARTICULOS DEL CODIGO CIVIL, LEY DEL PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO Y LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, TODOS DEL ESTADO DE JALISCO.
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